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RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL / NO SE DESVIRTUÓ LA  PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN POR VICIO REDHIBITORIO DECRETADA POR EL JUEZ / NO PUEDE SER OBJETO DE ESTUDIO EN SEGUNDA INSTANCIA LA NULIDAD ABSOLUTA POR OBJETO ILÍCITO. “En el caso bajo examen, el recurrente esgrime de manera general que existe un error en la sentencia de primer grado al darle un matiz diferente a la acción presentada en torno a un vicio oculto, cuando lo que pedía era la nulidad absoluta por objeto ilícito. (…) [N]o se indicó de manera precisa un reparo contra la decisión de primer grado, pues su sustento va enfocado en que el fallo es equivocado en cuanto a la acción que realmente impetró, que insiste en que es la nulidad absoluta por objeto ilícito más que una acción redhibitoria, por lo que carece de soporte el análisis sobre la prescripción de la acción por vicio oculto que encontró probada la juez a-quo. (…) [F]rente a la posibilidad de que no saliera avante el hecho nuevo, se requería que el recurrente en su argumentación, derruyera la valoración que el Juzgado hizo respecto de los vicios ocultos y su prescripción. Como lo omitió, también es evidente que la Sala carece de fundamentos para ocuparse de ese específico aspecto. (…) [L]as pretensiones, como se dijo, van enfocadas exclusivamente a la declaratoria de una responsabilidad civil contractual, que fue lo que en realidad se resolvió por la juez a-quo al encontrar un vicio oculto en el contrato, solo que declaró la prescripción alegada por la parte demandada, situación que, valga repetir, no fue objeto de inconformidad en la sustentación del recurso. (…) Recapitulando, se tiene que es improcedente estudiar la decisión impugnada, porque en el recurso nada se controvirtió sobre la conclusión del juzgado frente a la acción redhibitoria; como también resolver sobre una nulidad que se dejó de proponer en la demanda y que oficiosamente es imposible abordar, porque no surge diáfana en el acto o contrato que se celebró entre las partes.”.

Citación jurisprudencial: CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SCC, Sentencia del 24 de julio de 2014, Rad.  05001-22-03-000-2014-00385-01.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA
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Pereira, diciembre dieciséis de dos mil dieciséis
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Acta Nº 593 de diciembre 15 de 2016
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la demandada contra la sentencia dictada el 18 de junio de 2014 por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en este proceso ordinario (responsabilidad civil contractual) iniciado por la sociedad Discentro Ltda., frente a la sociedad Escobar y Arias S.A. 
1. ANTECEDENTES  
Solicita la demandante que se declare, de manera principal, que la sociedad demandada es responsable de los perjuicios que le causó  el decomiso y destrucción de 64.384 botellas de 375 ml. y 25.794 botellas de 750 ml. de Aperitivo Cristal, que no podían ser comercializados por tener vencido el registro sanitario al momento de la venta a Discentro Ltda. En consecuencia, debe pagarle el daño emergente y el lucro cesante causados, que cuantificó. 

Subsidiariamente reclamó un enriquecimiento injusto por parte de la demandada a costa del patrimonio de la demandante, al recibir el pago de una mercancía que no era lícito distribuir. Corolario de ello, debe restituir las sumas allí señaladas, correspondientes al precio pagado por el producto denominado Aperitivo Cristal, que estaba fuera del comercio. 
Respecto de unas y otras agregó que se debe condenar al pago de los intereses moratorios y las costas del proceso. 

En resumen, dicen los hechos que Escobar y Arias S.A.S. fue distribuidora de los productos de la Industria Licorera de Caldas; ese contrato terminó en el año 2008 y se designó como nuevo distribuidor a Discentro Ltda.; la Licorera le recomendó adquirir los inventarios que tenía aquella sociedad y, en efecto, mediante facturas PE27678, PE27676 y PE27680 del 25 de julio de 2008, y PE28100 del 25 de agosto de ese año, por un valor de $1’173.027.194,oo, pagado por la compradora, se le entregó la mercancía, entre ella, 47.820 botellas de 750 ml., a un precio unitario de $6.173,41 y un total de $293’751.996,oo, y 79.008 botellas de 375 ml., a $3.245,oo y $3.329,oo unidad, para un total de $257.814.931,oo, todas de aperitivo cristal. 

La Secretaría de Salud de Dosquebradas practicó una visita el 23 de junio de 2010 a las bodegas de Discentro Ltda.; allí congeló y prohibió la venta de 64.384 botellas de 375 ml. y 25.794 botellas de 750 ml. de aquel aperitivo; luego, mediante resolución 605 del 7 de julio de 2010, se abrió un proceso para resolver sobre la aplicación de una medida preventiva sanitaria, en virtud del cual se decomisó esa mercancía, según resolución 809 del 17 de septiembre de 2010. 

El Decreto “3193” de 1983 define que un licor es fraudulento cuando la información contenida en su etiqueta no corresponda a los hechos reales; en este caso, el licor decomisado tenía vencido su registro o licencia sanitaria al momento de su venta a Discentro Ltda., por tanto, era imposible comercializarlo, por ser una bebida fraudulenta, pues su etiqueta anunciaba un registro INVIMA, inválido para ese producto, pues el artículo 93 del Decreto “3192” prohíbe expresamente la comercialización de licores con el registro o licencia sanitaria vencida, hecho que la demandante desconocía, en tanto que sí lo sabía la vendedora. 

A raíz del decomiso se enviaron comunicaciones a la Licorera y a la vendedora; la primera respondió que al suscribir el acta de acuerdo el 18 de julio de 2005, no se mencionó la situación presentada con el aperitivo Cristal; y la segunda, que el departamento de Risaralda era conocedor de que el registro sanitario del producto que reposaba en sus bodegas tenía vencido el registro sanitario y cuando se realizó la venta se informó del re-etiquetado, lo que carece de veracidad. 

Terminó relatando que la irregularidad era conocida por la demandada desde junio de 2005, pues la Industria Licorera le informó a la Comercializadora Escobar y Arias, que la Licencia L-004503 venció desde el 8 de noviembre de 2003, e INVIMA negó el registro con el mismo número; así se hizo constar también en una reunión entre el gerente de esta sociedad y el coordinador de servicio al cliente de la Licorera. 

Tal decomiso implicó para la demandante una pérdida económica que se debe resarcir. 

El libelo fue admitido por auto del 5 de septiembre de 2011; notificada la demandada, por intermedio de abogado contestó la demanda; se refirió a los hechos, se opuso a las pretensiones y presentó ocho excepciones de mérito basadas, en conjunto, en el hecho de que el total del inventario del licor adquirido por la demandante “… fue entregado el 10 de julio de 2008 y recibido por dicha empresa a entera satisfacción, sin ninguna observación sobre mala calidad del producto o impedimento para su comercialización.”, ni era fraudulenta la bebida, pues tenía el registro sanitario del INVIMA vigente, hasta el punto que alcanzó a ser comercializado por la empresa demandante y fue en la apertura de un proceso por parte de la Secretaría de Salud y Seguridad Social de Dosquebradas que se decomisó y destruyó el licor. Se agrega que “… en el entendido de que existía un vicio oculto al tiempo de la venta el actor ha debido interponer la acción redhibitoria dentro de los seis meses siguientes al 10 de julio de 2008, fecha esta en la que se perfeccionó el contrato…” por lo que la acción redhibitoria se encuentra prescrita (fls. 104 a 137, c. 1).
Luego de aclarado el punto sobre la oportuna contestación de la demanda, se corrió el traslado de las excepciones de mérito, sin que se presentara pronunciamiento alguno. 
Evacuada la audiencia de que trata el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil (fls. 158 a 161, c. 1), decretadas y practicadas las pruebas y recibidos los alegatos de conclusión que presentó la demandada (fls. 167 a 171, c. 1), se dictó sentencia que declaró la prosperidad de la excepción de prescripción y negó las pretensiones.
Para ello, señaló la funcionaria que se trata de una responsabilidad contractual, sobre la cual estudió las normas legales, tanto civiles como comerciales, que la rigen. Luego, analizó que a pesar de que en la venta del licor existió un vicio oculto que se hizo evidente con posterioridad a ese acto sin que hubiese sido comunicado por la empresa vendedora a la compradora, la excepción de prescripción debía prosperar dado que, según las voces del artículo 938 del Código de Comercio, aplicable al presente asunto, desde el momento en que se entregó el licor hasta su destrucción pasó un lapso superior a los seis meses que prevé la norma “…periodo más que suficiente para que el comprador detectara la irregularidad que impedía la libre comercialización del licor destruido.”  
Contra dicha decisión, la parte demandante presentó recurso de apelación con el argumento de que en lugar de hablar en la providencia de vicio oculto en la comercialización del licor, ha debido aludirse a una nulidad del contrato, pues “El defecto de ETIQUETADO en un producto sometido a vigilancia del INVIMA tiene como consecuencia sacarlo del comercio pues tanto la ley 9 de 1982 como su decreto reglamentario 3192 de 1983 prohíben expresamente la comercialización de bienes de consumo humano con registro o licencia sanitaria vencida o defectos en el etiquetado”. Agrega que “La comercialización de bienes fuera del comercio no es un simple vicio de producto o vicio del consentimiento; es un acto NULO DE NULIDAD ABSOLUTA por OBJETO ILÍCITO como lo define claramente el artículo 1521 del Código Civil.”
En esta instancia se pronunció la parte demandada, que pide la confirmación de la sentencia debido a que el licor reunía los requisitos para su distribución legal. 
Se pasa a resolver lo pertinente, previas las siguientes,
2. CONSIDERACIONES

2.1. Los presupuestos procesales se cumplen cabalmente y no se advierte irregularidad alguna que pueda hacer írrito lo actuado. La legitimación en la causa tampoco admite discusión, en cuanto, tratándose de un asunto que pende de un vínculo contractual intervienen, por activa y por pasiva, quienes fueron partes en él. 
2.2.  
Este proceso presenta algunas aristas, cada una de las cuales debe abordarse, tanto para resaltar la falta de claridad en el recurso propuesto por la empresa demandada, como para responder a las críticas que le hace a la sentencia de primer grado.
Esto, porque, como viene de verse, la sentencia se centró en una acción redhibitoria y declaró probada la excepción de prescripción prevista en el artículo 938 del Código de Comercio, al paso que la apelación viene anclada en que el contrato celebrado entre las partes está afectado de nulidad absoluta por cuanto recayó sobre un objeto ilícito, si bien, la comercialización del producto estaba expresamente prohibida. 
2.3.
En punto a dilucidar la cuestión, se recuerda que el debido proceso que se debe llevar en todas las actuaciones judiciales, consagrado en el artículo 29 de la Constitución Nacional, integra una serie de reglas, entre ellas el derecho de defensa y contradicción, que buscan la protección del principio de la doble instancia consagrado en el artículo 31 de la Carta Política, cuyo objeto es que toda decisión judicial, con sus respectivas excepciones, sea revisada por un superior funcional, con el fin de salvaguardar la seguridad jurídica en los procesos sometidos a la jurisdicción. 

Con el fin de proteger dicho principio constitucional la ley ha dotado a las partes de herramientas procesales (recursos) para que sus derechos no se vean afectados. Entre ellas se halla el recurso de apelación, previsto en el artículo 350 del Código de Procedimiento Civil, vigente a la sazón, cuyo objeto de que si se les halla reparo, se revoquen o reformen. La cuestión es que es insuficiente presentar el recurso, pues uno de sus requisitos fundamentales es la sustentación, que tiene como finalidad que el juez de segundo grado se ocupe de lo que es objeto de inconformidad y sobre ese punto resuelva lo pertinente. Esa fue la modificación principal que introdujo la Ley 794 de 2003 al artículo 352 del C. de P. Civil, ya que en el parágrafo primero
, nuevamente se incluyó la exigencia de la sustentación, que había sido eliminada con el Decreto 2282 de 1989. 
Lo dicho es importante, porque, evidentemente, el recurso de apelación tiene que guardar relación con lo que se resuelve en la sentencia, por lo que está vedado a las partes introducir puntos nuevos, que no fueron propuestos en la instancia, ni discutidos, por cuanto su valoración trastocaría el legítimo derecho de defensa de la parte contraria. 

En el caso bajo examen, el recurrente esgrime de manera general que existe un error en la sentencia de primer grado al darle un matiz diferente a la acción presentada en torno a un vicio oculto, cuando lo que pedía era la nulidad absoluta por objeto ilícito. De esta argumentación salen a flote dos cosas: 

La primera, que en lo respecta a la decisión de fondo, esto es, la prosperidad de la excepción de prescripción propuesta por la demandada, el recurrente guardó silencio. En otras palabras, no se indicó de manera precisa un reparo contra la decisión de primer grado, pues su sustento va enfocado en que el fallo es equivocado en cuanto a la acción que realmente impetró, que insiste en que es la nulidad absoluta por objeto ilícito más que una acción redhibitoria, por lo que carece de soporte el análisis sobre la prescripción de la acción por vicio oculto que encontró probada la juez a-quo. 
Al margen de lo que se resuelva sobre la aludida nulidad, que desde ahora se anuncia que será contrario a los intereses del recurrente, era claro que frente a la posibilidad de que no saliera avante el hecho nuevo, se requería que el recurrente en su argumentación, derruyera la valoración que el Juzgado hizo respecto de los vicios ocultos y su prescripción. Como lo omitió, también es evidente que la Sala carece de fundamentos para ocuparse de ese específico aspecto.  
2.4.  
Así que la cuestión queda reducida aquí a los argumentos de la sociedad inconforme. Repara el actor que la sentencia viene desenfocada, por cuanto analizó una acción, en este caso la redhibitoria, que no fue nunca impetrada en la demanda, si bien allí se reclamó la nulidad absoluta del contrato por objeto ilícito. 
Con el fin de esclarecer este reparo, es preciso transcribir lo que se pide en la demanda:
“PRETENSIONES

PRINCIPAL

Primera:

Que la sociedad ESCOBAR Y ARIAS S.A.S., en responsable por los perjuicios que le ha causado a mi mandante, DISCENTRO LIMITADA, el decomiso y destrucción de 64.384 botellas de 375 ml del licor APERITIVO CRISTAL y de 25.794 BOTELLAS DE 750 MIL del licor APERITIVO CRISTAL que le fueron vendidas por ESCOBAR Y ARIAS S.A.S., producidas por la INDUSTRIA LICORERA DE CALDAS, las cuales no podían comercializar por tener vencido el registro sanitario al momento de la venta a DISCENTRO LIMITADA.

Segunda:

Como consecuencia de lo anterior declarará que la sociedad ESCOBAR Y ARIAS S.A.S. debe pagar a DISCENTRO LIMITADA la suma $370.867.145, 54 por concepto de daño emergente y la suma de $91.076.204,46 por concepto de lucro cesante.
SUBSIDIARIA

Primera

De no prosperar la petición principal declarará que la sociedad ESCOBAR Y ARIAS S.A.S. se enriqueció injustamente a costa del patrimonio de mi representada DISCENTRO LIMITADA al recibir el pago de su producto que no era lícito comercializar. 

Segunda:
Como consecuencia de la declaración del enriquecimiento injusto se declarará que la sociedad ESCOBAR Y ARIAS S.A.S. deben restituir a la sociedad DISCENTRO LIMITADA la suma de $370.867.145,54, que corresponde al precio pagado por el producto denominado APERITIVO CRISTAL, que fue producido por la primera y vendido por la segunda, y que no podía ser objeto de comercialización en las condiciones en que le fue entregado ese producto a mi representada.
Las pretensiones que se invoquen deben ser precisas y claras, su ambigüedad debería conducir a la inadmisión de la demanda; de manera que si se observan las súplicas aquí esgrimidas, al rompe, se advierte que nada de impreciso o inexacto tienen; por el contrario, fueron impetradas conforme a la acción de responsabilidad civil contractual, producto de la cual se invocan unos perjuicios. Y, en subsidio, que se declare que hubo un enriquecimiento sin causa. 
Por ningún lado, entonces, se observa que se hubiese invocado la nulidad absoluta, como lo quiere hacer ver la parte recurrente, allí las pretensiones, como se dijo, van enfocadas exclusivamente a la declaratoria de una responsabilidad civil contractual, que fue lo que en realidad se resolvió por la juez a-quo al encontrar un vicio oculto en el contrato, solo que declaró la prescripción alegada por la parte demandada, situación que, valga repetir, no fue objeto de inconformidad en la sustentación del recurso.
2.5. Ahora bien, es tarea fundamental del juez, hoy más que antes, cuando las instituciones jurídicas y la sociedad han evolucionado, contribuir al desarrollo armónico del proceso, con su acertada dirección. Esa es una labor que compendiada en nuestro ordenamiento procesal (art. 37 C. de P. Civil, ahora en el 42 del C.G.P.), ha venido adquiriendo realce en los últimos años, pues se ha destacado, con acierto, la figura del juez como un verdadero administrador, no solo de su despacho, sino del proceso mismo, con lo cual se busca involucrarlo desde un comienzo en la concreción de lo que las partes persiguen, en últimas, que se declare.

Es por ello, que cuando se promueve una demanda, cualquiera que ella sea, corresponde ineludiblemente al juez analizarla con lujo de detalles para establecer si se ajusta a las exigencias formales, entre las que se cuentan con mucho peso la expresión clara y precisa de las pretensiones y los hechos que les sirvan de fundamento (artículo 75, numerales 5 y 6 del C. de P. Civil). Por supuesto que entre lo pedido y su sustento fáctico tiene que haber una ordenada y estrecha relación para que se entiendan satisfechos esos requerimientos. 
Y, adicionalmente, a falta de ese control adecuado, le incumbe, al momento de dictar sentencia, si es que el libelo no ofreciera la claridad suficiente, interpretarlo, con el fin de resolver de fondo la cuestión planteada, lo que debe hacer, claro está, sin llegar al extremo de sustituir la intención del demandante. 
Si se adujera, en gracia de discusión, que en este caso el juez ha debido optar por hacer uso de la interpretación de la demanda y de allí deducir que solo con citar el artículo 1521 del C. Civil, se trataba de una acción de nulidad absoluta por objeto ilícito, aunque, valga repetir, no hay tal, tampoco una petición de ese talante podría salir avante en esta instancia, de oficio, por cuanto se incumplen los requisitos para ello, tal como se analiza a continuación.
La anulabilidad de un acto jurídico se refleja en la nulidad que puede ser absoluta o relativa. Señala el artículo 1740 del Código Civil, que “Es nulo todo acto o contrato a que falta alguno de los requisitos que la ley prescribe para el valor mismo del acto o contrato según su especie y la calidad o estado de las partes”. Dicha nulidad es absoluta, si se produce por un objeto ilícito, o por causa ilícita, o por la omisión de los requisitos o formalidades que la ley prescriba para el valor de ciertos actos o contratos en consideración a su naturaleza y no a la calidad o estado de las personas que los ejecutan o acuerdan; también hay nulidad absoluta en los actos y contratos de las personas absolutamente incapaces (art. 1740 ib.).

Como se ve, son causas expresas, además de taxativas, que no pueden extenderse al arbitrio de quien interpreta. Y si lo que acontece es que el acto o contrato adolece de cualquier otra clase de vicio, la nulidad será relativa y dará derecho a la rescisión del mismo (art. 1741 ib.).
La nulidad absoluta, sin embargo, cuando de su titularidad se trata, puede y debe ser declarada por el juez, aun sin petición de parte, a condición, eso sí, de que aparezca de manifiesto en el acto o contrato. Y esto último es determinante, porque solo cuando se cumpla esta condición, la de la evidencia a primera vista del defecto, puede el juez arrogarse la potestad de definir la suerte de un contrato por nulidad absoluta, si ella no ha sido invocada. Dicho de otro modo: si la nulidad es galopante, y aflora a la sola revisión del acto o contrato, el juez debe declararla; en caso contrario, es decir, cuando para llegar a esa conclusión el juez debe escudriñar en el devenir del contrato, más allá de su sola forma, debe proponerse.

En sede constitucional, pero trayendo a cuento su propio precedente, señaló la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, que:  
4. Analizado lo anteriormente reseñado, advierte la Sala que el amparo pretendido por los interesados resulta procedente, teniendo en cuenta que la determinación adoptada por el despacho censurado al proferir el fallo de segunda instancia, configura una vía de hecho, que afecta el «debido proceso» de quien ha invocado su protección, pues al haber utilizado la facultad prevista en el artículo 2º de la Ley 50 de 1936, que subrogó el art. 1742 del C.C., esto es, declarar de oficio la nulidad absoluta del contrato de compraventa contenido en la escritura pública No. 986 de 11 de mayo de 2010, se apartó de los presupuestos exigidos para emitir dicha decisión.
 

En efecto, el funcionario censurado adoptó la plurimencionada decisión, con sustento en las declaraciones rendidas por los extremos de la litis y, no reparó en el acto mismo contentivo del negocio jurídico objeto de debate, en el que de acuerdo a la normatividad y la jurisprudencia debe estar «manifiesta la nulidad absoluta» es decir, que demuestre el vicio determinante de la disposición que de oficio se profiera.

 El art. 1742 del Código Civil, contempla que: «La nulidad absoluta puede y debe ser declarada por el juez, aún sin petición de parte, cuando aparezca de manifiesto en el acto o contrato; puede alegarse por todo el que tenga interés en ello; puede así mismo pedirse su declaración por el Ministerio Público en el interés de la moral o de la ley. Cuando no es generada por objeto o causa ilícitos, puede sanearse por la ratificación de las partes y en todo caso por prescripción extraordinaria» (subrayado fuera de texto).

5. Esta Corporación, en un caso que guarda simetría, respecto a la facultad oficiosa para decretar «nulidad absoluta», señaló que:

 En el asunto sometido a consideración de la Corte se advierte que el a quo concedió la tutela con fundamento en que el Juez accionado interpretó en forma errada el artículo 1742 del Código Civil, al declarar la nulidad absoluta del contrato de compraventa que las partes habrían celebrado verbalmente respecto del inmueble objeto del proceso reivindicatorio, dado que en el interior de dicho trámite judicial no se adujo el referido negocio jurídico como fuente de obligaciones entre las partes, además de que tal circunstancia no se invocó en la demanda, ni mediante la proposición de las correspondientes excepciones de fondo.
 
Sobre el particular, es menester recordar, en primer término, que en materia de nulidades absolutas de los actos o contratos, por cuenta de lo dispuesto en el artículo 1742 del Código Civil, subrogado por el artículo 2º de la Ley 50 de 1936, así como en virtud de los lineamientos jurisprudenciales, el Juez debe, incluso ex officio, declarar la nulidad absoluta de los negocios jurídicos que se sometan a su consideración cuando se presenten los presupuestos establecidos en dicha disposición legal.  
Al respecto, la Corte, reiterando antigua jurisprudencia, ha señalado que si bien la ley, en la citada materia, le “… atribuye al juez no sólo la potestad, sino el deber de privar [al acto] de la eficacia normativa que por principio le corresponde, declarando la nulidad absoluta del mismo, aun sin petición de parte, (…) ese poder excepcional que al fin de cuentas comporta un control de legalidad en torno a la actividad negocial, está sujeto o limitado por los condicionamientos que la propia norma consagra y que la Corporación ha identificado así: ‘... 1ª. Que la nulidad aparezca de manifiesto en el acto o contrato, es decir, que a la vez que el instrumento pruebe la celebración del acto o contrato, demuestre o ponga de bulto por sí solo los elementos que configuran el vicio determinante de la nulidad absoluta; 2ª. Que el acto o contrato haya sido invocado en el litigio como fuente de derecho u obligaciones para las partes; y 3ª. Que al pleito concurran, en calidad de partes, las personas que intervinieron en la celebración de aquél o sus causahabientes, en guarda del principio general que enseña que la declaración de nulidad de un acto o contrato en su totalidad no puede pronunciarse sino con audiencia de todos los que lo celebraron’ ” (G. J t. CLXVI, pág. 631). Criterio que ha reiterado entre otras, en sus sentencias del 10 de octubre de 1995, 10 de abril de 1996 y 20 de abril de 1998”(CSJ STC, 8 Jun. 2010, rad. 00139-01).
 

6. Así las cosas, se evidencia un erróneo proceder, con el cual se soslayó el presupuesto básico que atañe con la cumplida dispensación de justicia a que está obligado todo despacho y que, parejamente, todo usuario está en derecho de recibir; así, en lugar de permitir que el decurso litigioso prosiguiera por los cauces que demarca la ley, la autoridad acusadaescogió obstaculizarlo, al decretar de oficio la «nulidad absoluta» respecto a la compraventa celebrada entre Mario de Jesús Gómez y Marco Tulio García, sin que esta fuera manifiesta en el documento contentivo objeto de debate, de donde se observa un actuar constitutivo de vía de hecho que amerita la intervención del «juez constitucional», pues el accionado optó por sostener una tesis débil y apartada de la legislación respectiva.

También la doctrina ha expuesto que: 

“Generan nulidad absoluta: la incapacidad absoluta de alguno de los agentes, es decir, de la que están afectados los dementes, los sordomudos, que no se pueden dar a entender y los impúberes (arts. 1504 y 1741); la ilicitud del objeto o de la causa (arts. 1518, 1524 y 1741); y la inobservancia, no de la totalidad de la forma solemne, que obsta el perfeccionamiento de los actos solemnes, sino de ciertos requisitos sustanciales de dicha forma. Esta nulidad absoluta puede invocarla cualquier interesado o el ministerio público, en interés de la sociedad, y puede ser declarada de oficio por el juez cuando aparezca de manifiesto en el acto o contrato; y no puede ser saneada por las partes, cuando provenga de objeto o de causa ilícitos (Ley 50 de 1936, art. 2º).”

En el recurso se invoca expresamente la nulidad absoluta por objeto ilícito, que consiste en el hecho de que el objeto del contrato presentaba unos vicios que hacían que al momento de su celebración el producto, en este caso licor, no se pudiera distribuir, por el hecho de que tenía el registro sanitario vencido. 

Aun si ello fuera así, y se desconociera el hecho de que durante más de un año la sociedad demandante estuvo vendiendo el producto que recibió de la demandada y solo a raíz de una investigación administrativa le fue decomisado el que le restaba, es fácil concluir que la pretendida nulidad, si es que existió, no refulge manifiesta en el acto o contrato que se ataca que, sea bueno precisarlo, está contenido en el caso de ahora en unas facturas cambiarias (f. 51 a 54, c. 1), que representan la compraventa realizada, documentos cambiarios que, a la luz de la ley comercial, se ajustan a las prescripciones de los artículos 621 y 774 del Código de Comercio, vigentes para cuando fueron expedidas. 
2.6. 
Recapitulando, se tiene que es improcedente estudiar la decisión impugnada, porque en el recurso nada se controvirtió sobre la conclusión del juzgado frente a la acción redhibitoria; como también resolver sobre una nulidad que se dejó de proponer en la demanda y que oficiosamente es imposible abordar, porque no surge diáfana en el acto o contrato que se celebró entre las partes. 

La sentencia, por tanto, será confirmada y se condenará en costas en esta instancia a la parte demandante, en favor de la sociedad demandada, las que, por tratarse de un trámite independiente del recurso, se liquidarán de acuerdo con las reglas del nuevo estatuto procesal. 
3. DECISIÓN

En armonía con lo discurrido, la Sala Civil Familia del tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 18 de junio de 2014, en el proceso ordinario (responsabilidad civil contractual) iniciado por la sociedad Discentro Ltda., frente a la sociedad Escobar y Arias S.A.
Costas en esta instancia a cargo de la parte demandante y en favor de la demandada, las que se liquidarán de acuerdo con las reglas del nuevo estatuto procesal. 
Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


DUBERNEY GRISALES HERRERA      Con salvamento parcial de voto       
� “Parágrafo 1o.- El apelante deberá sustentar el recurso ante el juez o tribunal que deba resolverlo, a más tardar dentro de la oportunidad establecida en los artículos 359 y 360, so pena de que se declare desierto. Para la sustentación del recurso, será suficiente que el recurrente exprese, en forma concreta, las razones de su inconformidad con la providencia.”





� Sentencia del 24 de julio de 2014, radicación 05001-22-03-000-2014-00385-01, M.P. Magarita Cabello Blanco.


� OSPINA FERNÁNDEZ, Guillermo. Régimen General de las Obligaciones. Octava Edición. Editorial TEMIS. Bogotá. 2008. Pág. 482 y 483.
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